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Resumen  

A dos semanas del 24 de marzo de 1976, la Junta Militar difundió el Comunicado N° 19 

donde resolvía reprimir con “la pena de reclusión por tiempo indeterminado el que por 

cualquier medio difundiere, divulgare o propagare comunicados o imágenes provenientes o 

atribuidas a asociaciones ilícitas o a personas o a grupos notoriamente dedicados a 

actividades subversivas o de terrorismo”, así como también “cualquier medio que 

difundiere, divulgare o propagare noticias, comunicados o imágenes con el propósito de 

perturbar, perjudicar o desprestigiar la actividad de las fuerzas armadas, de seguridad o 

policiales”.Con estas palabras, la dictadura cívico-militar, más allá de vulnerar la libertad 

de expresión, buscó adoctrinar a los medios de comunicación y a la sociedad en su 

conjunto. 

El presente trabajo, resultado de la selección y análisis de documentos oficiales fechados 

entre los años 1976 y 1983, hallados en el edificio del ex “Banade” en el año 2000 y que se 

encuentran bajo la guarda del Archivo Nacional de la Memoria, busca reponer en la voz de 

sus ejecutores, las restricciones y limitaciones a producciones literarias, de prensa, teatrales 

y cinematográficas yconocer los vectores que guiaron la censura de dichos trabajos y la 

persecución a sus realizadores. 
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Censura a la cultura durante la última dictadura cívico-militar. Estudio de casos 

inéditos. 

 

Introducción 

El presente trabajo está enmarcado en uno de los proyectos que lleva adelante la 

Coordinación de Investigaciones Históricas del Archivo Nacional de la Memoria 

(ANM)
3
dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural del 

Ministerio de Justicia de la Nación, con el propósito de visibilizar el acervo documental que 

lo compone. 

Uno de los principios que guía la misión del ANM es el aporte de información auténtica, 

única e irremplazable para la reconstrucción de los hechos ocurridos durante la última 

dictadura cívico-militar argentina, garantizando así también el derecho a la información y la 

promoción de la accesibilidad a los mismos. 

Por esa razón es que parte de su tarea es la de recolectar, seleccionar, clasificar, analizar y 

dar a conocer documentos oficiales, y también de la sociedad civil, referidos a múltiples 

acciones llevadas adelante en diferentes períodos de nuestra historia donde tuvo como 

protagonista al Estado terrorista argentino (Duhalde; 1999). En ellos se puede encontrar 

información acerca la persecución, detención y desaparición de personas, denuncias por 

parte de familiares, sobrevivientes y organismos de Derechos Humanos en instancias tanto 

nacionales como extranjeras, actos conmemorativos de aniversarios referidos a la época, así 

como también documentos que develan la censura a la cultura y que, para esta exposición, 

son los quese encuentran dentro del  Fondo Colección “Banade”. 

La colección llega al ANM por ser parte de una serie de documentos oficiales redactados 

durante el periodo 1976 y 1983. El 18 de abril de 2000, el Ministro del Interior, Federico 

Storani dirigió una carta al Ministro de Justicia de la Nación Ricardo Gil Lavedra 
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remitiéndole la documentación que fuera hallada por personal de la Subsecretaría de 

Asuntos Institucionales y Relaciones con la Comunidad de este Ministerio, en una bóveda 

que se encontraba abierta, ubicada en las oficinas de la sede del desaparecido Banco 

Nacional de Desarrollo (Banade) y posteriormente, ex sede del Instituto Nacional de 

Capacitación Política (Incap), sita en 25 de Mayo 101, Piso 3º, Oficina 360. 

De un primer inventario realizado ese año surgió que dicha documentación se refería a 

temas de seguridad interior y corresponden al período de los años 1976 a 1983, teniendo 

parte de ella la calificación de “Reservada” y/o “Secreta”.  

En este sentido, el fondo contiene reglamentaciones, disposiciones y cartas oficiales que 

hacen alusión a  notas editoriales periodísticas críticas al régimen dictatorial, libros o 

publicaciones. Desde estos documentos se los cataloga como “subversivos” o que “ofenden 

la moral”. También existe una serie de escritos titulados “Informe Psicosocial” elaborados 

durante el gobierno de facto de Roberto Eduardo Viola desde el 29 de marzo al 11 de 

diciembre de 1981. 

El marco teórico que guía el análisis se encuentra contenido en las obras de diferentes 

autores, así como en la investigación que realizan Gociol e Invernizzi (2002). A partir de 

una primera entrada al material de la colecciónde referencia y la metodología aplicada es un 

abordaje cuantitativo y cualitativo del material la que compone. 

 

El Estado terrorista argentino,  

La dictadura cívico-militar iniciada el 24 de marzo de 1976 en Argentina, ejecutó prácticas 

represivas  continuadoras de las llevadas adelante desde el Siglo XIX, pero tomó al golpe 

de Estado del 16 de septiembre de 1955, como primer ensayo de terrorismo estatal masivo, 

porque  además de la persecución a todos aquellos que se opusieran al régimen, la violación 

a la normatividad jurídica y el actuar al margen de todo principio, “se utilizó la violencia de 

Estado sistemáticamente, como forma de amedrentamiento de la población y la eliminación 

selectiva de opositores” (Duhalde, 1999: 32) 

En este sentido, las Fuerzas Armadas tuvieron un comportamiento político-institucional que 

requirió ciertas características organizacionales aproximándose al “tipo ideal burocrático” 

(Canelo, 2008; 31-32), de allí que se diseñaron planes e implementaron numerosas 

disposiciones y reglamentaciones hacia dentro de ellas que hicieron posible la implantación 

del terrorismo de Estado.Un ejemplo de esto es el Plan del Ejército (documento 

contribuyente al Plan de Seguridad Nacional), de febrero de 1976: “La JCG
4
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deterioro que sufre la Nación ha resuelto adoptar las previsiones para el caso de tener que 

destituir al Gobierno Nacional y constituir un Gobierno Militar”
5
. 

Este documento detalla quién, cómo, cuándo y contra qué enemigo se debían llevar 

adelante las acciones que lo efectivizaron. El plan está constituido por un cuerpo principal, 

quince anexos y diecinueve apéndices, donde se establecen los mecanismos para la 

detención de los integrantes del gobierno nacional y de personas consideradas peligrosas, 

como así también, la ocupación de lugares estratégicos. Del mismo modo, prevé también el 

establecimiento de “lugares para la reunión de detenidos”, que estarían incomunicados y a 

disposición de la Junta de Comandantes Generales.  

En él, si bien no se establecían expresamente los métodos que caracterizaron la dictadura 

cívico-militar como las torturas, las ejecuciones sumarias y las desapariciones forzadas, sí 

la organización de los lugares de reunión de detenidos (campos de concentración y 

exterminio), la incomunicación de los detenidos y la eliminación de toda posible 

intervención de la justicia. (Cuaderno 4, 2012: 7) 

Pero además, enel anexo 15 se establecen las actividades que se debían implementar para 

efectuar “acción psicológica sobre el público interno y sobre los públicos afectados por las 

operaciones, con el objeto de predisponerlos favorablemente y lograr su adhesión” 

(Cuaderno4, 2012:10-11), concluyendo que para alcanzar las fases que se proponía 

(preparación, ejecución y consolidación), se debía recurrir principalmente a las técnicas de 

información y adoctrinamiento: “el adoctrinamiento a que se hace referencia deberá tender 

a reforzar y confirmar los valores que conforman nuestro tradicional estilo de vida y a 

demostrar su superioridad sobre las ideologías foráneas que se pretende exaltar”
6
, 

delineando así las primeras acciones tendientes a monitorear, controlar y censurar los 

mensajes que pudieran atentar contra ello: “A partir del día D deberá establecerse  una 

estrecha coordinación con los objetivos establecidos por la acción sicológica de nivel 

nacional”
7
.  

 

La ejecución del Plan. El golpe de 1976 y la censura a la cultura 

Durante las dos semanas posteriores al golpe militar del 24 de marzo de 1976, con el 

Comunicado N ° 19 de la Junta Militar establecía: “Se comunica a la población que la Junta 

de Comandantes Generales ha resuelto que sea reprimido con la pena de reclusión por 

tiempo indeterminado el que por cualquier medio difundiere, divulgare o propagare 

comunicados o imágenes provenientes o atribuidas a asociaciones ilícitas o a personas o a 

grupos notoriamente dedicados a actividades subversivas o de terrorismo. Será reprimido 
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con reclusión de hasta diez años el que por cualquier medio difundiere, divulgare o 

propagare noticias, comunicados o imágenes con el propósito de perturbar, perjudicar o 

desprestigiar la actividad de las fuerzas armadas, de seguridad o policiales”. Los 

responsables de publicaciones escritas debieron acercar su material a una oficina ubicada en 

la Casa de Gobierno para que el personal de inteligencia autorizara su publicación. 

De allí que se implementó el Servicio Gratuito de Lectura Previa a la oficina de censura que 

funcionaba en la Casa Rosada. Por otro lado, desde la Secretaría de Prensa y Difusión se 

hizo llegar a los distintos medios los dieciséis principios y procedimientos, entre los que se 

destacaba la obligación de “inducir a la restitución de los valores fundamentales que hacen 

a la integridad de la sociedad, como por ejemplo: orden, laboriosidad, jerarquía, 

responsabilidad, idoneidad, honestidad, dentro del contexto de la moral cristiana” (Varela, 

2005, 3) 

La aplicación de la metodología represiva, la clandestinización del Estado, las actividades 

ilegales de los “grupos de tareas” que operaban en todo el territorio nacional bajo la 

dirección centralizada de las Fuerzas Armadas (pero a su vez con significativos niveles de 

autonomía),  requirió de la redacción e implementación de documentos que guiaran las 

acciones tendientes al aniquilamiento de la “subversión” pero también a la “normalización” 

económica, como lo fue el Proyecto Nacional del 2 de agosto de 1977, primer plan político 

institucional de las Fuerzas Armadas, a cargo del Ministerio de Planeamiento y el general 

Díaz Bessone. 

En paralelo a la clandestinidad e ilegalidad de sus actos, la dictadura cívico-militar buscó 

ordenar e institucionalizar la producción cultural y social a través de, por ejemplo el Plan 

Nacional de Comunicación Social para 1978 (imagen 1) que buscaba relevar y unificar 

criterios de ejecución o no, de censura a producciones de medios de comunicación así como 

también a las del ámbito de la cultura en general. En el cuerpo del texto queda explicitado 

las acciones a realizar con la prensa: “en lo que respecta a cuestiones de la prensa debe ser 

siempre represiva”.  



 

Imagen 1. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



Durante el gobierno de facto de Videla, el Proceso de Reorganización Nacional había 

logrado avanzar considerablemente en la concreción de los objetivos que se había 

planteado.  

Sin embargo, “la alianza entre Fuerzas Armadas y civiles liberales habían comenzado a 

mostrar síntomas de agotamiento a poco de andar. No sólo por los conflictos que se habían 

entablado entre militares y civiles –y entre los mismos militares- en torno de los objetivos 

económicos del régimen, sino, sobre todo, porque las Fuerzas Armadas se encontraban 

profundamente divididas en relación con los propósitos políticos del régimen (Canelo, 

2008, 161)  

Hacia 1981, bajo la designación del general Roberto Eduardo Viola, las Fuerzas Armadas 

se propusieron dar los primeros pasos hacia un acercamiento con las organizaciones de la 

sociedad civil. Una expresión de ello fue la conformación del gabinete, con presencia de 

civiles pero también la promesa de una pronta sanción del Estatuto de los Partidos 

Políticos. 

Varias de estas nuevas acciones fueron diseñadas y ejecutadas, realizando un monitoreo del 

impacto de las medidas adoptadas por el conjunto de la sociedad, de allí que se realizaron 

informes psicosociales quincenales desde el 29 de abril hasta el 1 de diciembre de 1981: “el 

valor de este documento radica, fundamentalmente, en que provee de indicadores 

psicosociales que influyen o pueden influir sobre la población en su conjunto o sobre 

sectores diferenciados de ésta” (imagen 2) 



 

Imagen 2. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 

 

A su vez, dentro del Ministerio del Interior funcionaban comisiones de trabajo dedicadas a 

realizar un informe exhaustivo  acerca del comportamiento de los medios donde se da 

valoración a las noticias periodísticas  y el tratamiento mediático de algunos hechos 

ocurridos.El material de 96 páginas hace referencia a los principales periódicos nacionales 

y está guiado por indicadores: “Principales Indicadores de la situación psicosocial interna 

durante el lapso de tiempo de la actual gestión de gobierno”. (Imágenes 3 y 4) 



 

Imagen 3. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



 

Imagen 4. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 

Los documentos oficiales que surgen de estos documentos se encuentran signados por un 

entramado discursivo que tuvo como eje lo moral entendido como religión cristiana e 



interés de la nación, en oposición a “lo ajeno” que podía “infiltrarse para atacar el cuerpo 

de la Nación” (Varela, 2005:12). 

En este sentido, en el año 81 se solicitó a las provincias la remisión de la legislación vigente 

relacionada con lo que ellos rotularon “Moralidad y buenas costumbres” y algunas de ellas 

se vieron obligadas a modificar sus edictos policiales con la finalidad de adecuar las 

disposiciones generales de la Junta de Comandantes General. 

En el Fondo Colección “Banade”, hay respuestas al Ministerio del Interior desde las 

gobernaciones de las provincias de Chubut, de Formosa, Córdoba, San Juan, Mendoza, 

Santa Cruz, entre otras. Por ejemplo, en un informe de 38 fojas, la Dirección Provincial del 

Menor en Mendoza reitera la vigencia de la policía del espectáculo, creada en 1940. 

(Imagen 5) o en otro, las autoridades de la provincia de Chubut, remitió documentos locales 

donde le recordaban a su ciudadanía la necesidad de autorización policial para reuniones 

públicas de cualquier índole, estableciendo condicionamientos para realizar bailes públicos, 

atentos a la prohibición del baile en pareja del sexo masculino, la prohibición de los festejos 

de Carnaval o dictaminandocondiciones tan rígidas que hacían imposible su realización.  

También el gobierno de Córdoba, con el fin de regular el control de la moralidad y buenas 

costumbres, aplicó a los hoteles de pasajeros las mismas restricciones que a los 

denominados hoteles por hora: “se consideraba infracción la recepción de parejas de 

distinto sexo, con distintos domicilios en la ciudad de Córdoba, que no acrediten el vínculo 

conyugal con la respectiva libreta de familia”. (Imagen 6) 



 
 

Imagen 5. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



 

 
 
Imagen 6. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 

 
La censura y su manifestaciones en la cultura. 

La censura es el poder que ejerce el Estado para prohibir  la difusión de una noticia, de un 

libro, de una película o de algún documento que pueda atentar contra su estabilidad.  

En la búsqueda de ejercer acciones también psicológicas sobre la población, las Fuerzas 

Armadas, como señalamos anteriormente, se fijó como uno de sus principales objetivos, el 

control de la libertad de expresión a fin de impedir la difusión de opiniones contrarias al 

orden establecido. 
 



La censura temática se fue imponiendo lentamente, y en 1977 apareció, por ejemplo, en 

cada canal la figura del Asesor Literario, que leía los guiones de todos los programas antes 

de su grabación. Por otra parte, desde el COMFER (Comité Federal de Radiodifusión), que 

dependía de la Secretaría de Información Pública, se calificaba los programas en NHM (no 

en horario de menores) o NAT (no apto para televisión) y se elaboraban “orientaciones”, 

“disposiciones” y “recomendaciones” acerca de los temas, los valores nacionales y los 

principios morales que debían promoverse desde la programación.  

Si bien ha sido numerosa la producción académica y literaria en torno a la censura durante 

la dictadura, nos propusimos reponer esta temática a través de nuevas piezas documentales 

que dan cuenta del mecanismo utilizado por la dictadura cívico-militar, en este intento de 

poner en palabras oficiales, el adoctrinamiento propuesto para la sociedad argentina. 

En este sentido, se puede observar en los documentos de la Secretaría de Información 

Pública (SIP) la ratificación de directivas tendientes a sostener la “lucha” por la 

“reconstrucción del ser nacional” en las producciones artístico-culturales como las 

cinematográficas pero también en obras teatrales, como es el caso de la prohibición de la 

obra de teatro “María La Muerte”, con un dictamen del 3 de enero de 1978 que afirma que 

en la obra “se corroboran la existencia de formas cooperantes de disgregación social”. 

(Imagen 7) 



 

Imagen 7. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



 

El discurso de la censura cultural también estuvo orientado a limitar la circulación y 

producción de textos literarios infantiles.  Algunos de estos documentos están contenidos 

en la Colección “Banade” (Imagen 8): 

 

Imagen 8. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



 

Uno de ellos fue el libro “Niños de hoy”, de Álvaro Yunque. Los fundamentos pueden ser 

leídos en esos documentos: “agravia a la institución familiar y los valores que ella transmite 

(…) existencia de formas cooperantes de disgregación social” (Imagen 9). 



 

Imagen 9. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



El Fondo también contiene recortes de artículos periodísticos referidos a la censura del 

gobierno de facto, como por ejemplo el cambio realizado en el programa infantil el Capitán 

Piluso. En el recorte del 23 de octubre de1981 del Diario Popular, se informa que Piluso fue 

despojado de su rango (dejó de llamarse Capitán), le fue quitada la honda -porque incitaba a 

la violencia de los chicos y Coquito perdió su traje de marinero porque -según el censor de 

turno-  ridiculizaba a la Armada Argentina. En esa misma página, se publica otro artículo 

con la noticia “Se prohíben dos cortos publicitarios”,  por no afianzar los valores inherentes 

a la integridad de la familia. (Imagen 10) 



 

Imagen10. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



También hay documentos oficiales que solicitan evaluar y retirar de circulación 

producciones como la serie audiovisual “El evangelio hoy”, de Ediciones Paulinas, libros 

de editoriales nacionales y extranjeras o el retiro de “tapas de carpetas escolares”, con 

publicidad de cigarrillos (Imagen 11). 

 



 

Imagen 11. Fuente: Archivo Nacional de la Memoria – Fondo Colección “Banade”. 



Finalmente,  este trabajo que reúne sólo algunos de los más de doce mil documentos del 

fondo, muestra cómo la organización de la censura cultural, pese al intento de borrar sus 

marcas documentales de los espacios institucionales del Estado, fueron encontrados, 

ordenados, guardados, clasificados, conservados y custodiados para que hoy sirvan como 

prueba del alcance del Estado Terrorista durante los años 1976 y 1983 en Argentina. 
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